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Segundo. Se otorga la presente cesión por un plazo de
cincuenta años, con destino a almacén y cocheras muni-
cipales.

Tercero. Si el bien cedido gratuitamente no fuera destinado
al uso previsto o dejara de destinarse posteriormente, se con-
siderará resuelta la cesión y revertirá a la Comunidad Autó-
noma, integrándose en su patrimonio con todas sus perte-
nencias y accesiones sin derecho a indemnización; teniendo
la Comunidad Autónoma, además, derecho a percibir del Ayun-
tamiento, previa tasación pericial, el valor de los detrimentos
o deterioros del mismo.

Cuarto. El Ayuntamiento se obliga a asumir los gastos
necesarios para el buen uso del bien cedido, así como los
de personal, el cual, una vez finalizado el plazo de cesión,
no pasará a depender de la Junta de Andalucía.

Quinto. El Ayuntamiento se subroga, durante el plazo de
vigencia de la cesión, en las obligaciones tributarias que la
Comunidad Autónoma tenga respecto del inmueble cedido.

Sexto. Queda expresamente prohibido el arrendamiento
y la cesión del bien.

Séptimo. Transcurrido el plazo de cesión, pasarán a pro-
piedad de la Comunidad Autónoma las pertenencias, acce-
siones y cuantas revalorizaciones se hubieran acometido por
el Ayuntamiento, sin derecho a compensación alguna.

Octavo. En cumplimiento de lo regulado en el artículo 14
de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, se tomará razón en el Inventario General de Bienes
y Derechos de la Comunidad Autónoma de Andalucía de la
cesión de uso objeto del presente Acuerdo.

Noveno. La Comunidad Autónoma de Andalucía, a través
de la Dirección General de Patrimonio, conservará, en todo
caso, las potestades de autotutela sobre los bienes cedidos,
en orden al ejercicio de las prerrogativas contempladas en
el Capítulo I del Título II de la Ley del Patrimonio de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía.

Sevilla, 15 de marzo de 2005

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

JOSE ANTONIO GRIÑAN MARTINEZ
Consejero de Economía y Hacienda

ACUERDO de 29 de marzo de 2005, del Consejo
de Gobierno, por el que se autoriza la enajenación
de la finca «Pay Jiménez», sita en Puente de Alcolea,
Polígono Industrial «El Angel», Carretera Nacional IV,
en el término municipal de Córdoba.

La Comunidad Autónoma de Andalucía es titular de una
finca denominada «Pay Jiménez», sita en Puente de Alcolea,
en el término municipal de Córdoba, que consta inscrita en
el Inventario General de Bienes y Derechos de la Comunidad
Autónoma de Andalucía con el carácter de bien patrimonial.

Las Delegaciones Provinciales en Córdoba de las distintas
Consejerías, han manifestado no tener interés en la adscripción
de los citados terrenos por no ser útiles para sus fines. Por
esta razón, y ante la falta de uso del inmueble, se ha incoado
expediente para la enajenación mediante subasta de dicho
inmueble por Resolución del Director General de Patrimonio
de 19 de diciembre de 2004.

La Resolución del Director General de Patrimonio de 27
de enero de 2005, aprobó la tasación de los citados terrenos

en la cantidad de 3.382.070,33 euros (tres millones tres-
cientas ochenta y dos mil setenta con treinta y tres euros).

De conformidad con lo previsto en el artículo 87 de la
Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, la enajenación de bienes de valor
superior a doscientos cincuenta millones de pesetas e inferior
a mil millones de pesetas (hoy 1.502.530,26 y 6.010.121,04
euros respectivamente), requiere la previa autorización del
Consejo de Gobierno.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Economía y
Hacienda, el Consejo de Gobierno, en su reunión celebrada
el día 29 de marzo de 2005,

A C U E R D A

Primero. De conformidad con lo previsto en los artículos
87 de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, 180 y 183 de su Reglamento de aplicación, se
autoriza la enajenación mediante subasta del siguiente inmue-
ble:

Terreno urbano industrial-3, sito en Puente de Alcolea,
Polígono Industrial «El Angel», Carretera Nacional IV, en el
término municipal de Córdoba. Tiene una superficie de cin-
cuenta y tres mil cuatrocientos noventa y cuatro con cincuenta
y dos m2 (53.494,52 m2), y los siguientes linderos: al Norte,
con la Carretera Nacional Madrid-Cádiz; al Sur, con la línea
férrea Madrid-Cádiz y resto de finca matriz; al Este, con porción
segregada de la finca matriz; y al Oeste, con terrenos de Aceites
Elosúa, S.A.

Consta inscrito en el Registro de la Propiedad número 3
de Córdoba, con el número de finca 22.375, al tomo 2.167,
libro 440, folio 111.

Segundo. Por la Consejería de Economía y Hacienda, a
través de la Dirección General de Patrimonio, se llevarán a
cabo los trámites necesarios para la aplicación de cuanto se
dispone en el presente Acuerdo, que tendrá efecto el día
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía.

Sevilla, 29 de marzo de 2005

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

JOSE ANTONIO GRIÑAN MARTINEZ
Consejero de Economía y Hacienda

RESOLUCION de 22 de marzo de 2005, de la Dele-
gación Provincial de Córdoba, por la que se dispone
el cumplimiento de la sentencia dictada por la Sección
Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

En el recurso contencioso-administrativo núme-
ro 1322/03, interpuesto por don Juan Peinado Fernández,
contra las Resolución del Tribunal Económico-Administrativo
Regional de Andalucía, núm. 14/00499/01, por el concepto
de Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y A.J.D., Ins-
pección Tributaria, la Sección Primera de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía ha dictado sentencia que es firme, de fecha veintiuno
de diciembre de dos mil cuatro, cuya parte dispositiva es del
siguiente tenor literal:

«Fallamos»:
Que debemos desestimar y desestimamos el presente

recurso, por ser la Resolución recurrida acorde con el orden
jurídico en los términos referidos en los fundamentos ante-
riores. No se aprecia mala fe ni temeridad que conllevarían
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la condena en costas. Notifíquese a las partes haciéndoseles
saber que contra esta sentencia no cabe recurso alguno. Firme
ésta, con certificación de la misma para su cumplimiento,
devuélvase el expediente administrativo a su órgano de
procedencia.

Así por esta nuestra sentencia definitivamente juzgando,
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

En virtud de la delegación de competencias, por Orden
de 25 de febrero de 1994, y de conformidad con lo establecido
en los artículos 118 de la Constitución, 17.2 de la Ley Orgánica
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y 103 y siguientes
de la Ley de Jurisdicción Contencioso-Administrativa, he dis-
puesto el cumplimiento, en sus propios términos, de la referida
sentencia, así como su publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía.

Córdoba, 22 de marzo de 2005.- La Delegada,
Purificación Muñoz Gavilán.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

ORDEN de 4 de abril de 2005, por la que se
constituyen los Jurados de los Premios a la Calidad
de los Servicios Públicos y Administración Electrónica
de la Junta de Andalucía para el año 2004.

P R E A M B U L O

El artículo 20.1 del Decreto de Consejo de Gobier-
no 317/2003, de 18 de noviembre, por el que se regulan
las Cartas de Servicios, el sistema de evaluación de la calidad
de los servicios y se establecen los Premios a la Calidad de
los servicios públicos, dispone la creación de estos Premios
en el ámbito de la Junta de Andalucía con el fin de distinguir
a los órganos, organismos y unidades que, mediante su acti-
vidad de mejora, hayan incrementado, de forma directa o indi-
recta, la calidad de los servicios que prestan a los ciudadanos.

El artículo 21.2 del citado Decreto establece la obligación
de convocar anualmente los Premios mediante Orden de la
Consejería de Justicia y Administración Pública. En cumpli-
miento del mismo, por Orden de 13 de octubre de 2004
se convocó la I Edición de los Premios a la Calidad de los
Servicios Públicos y Administración Electrónica de la Junta
de Andalucía, correspondiente al año 2004.

La base novena de la referida Orden prevé la existencia
de dos Jurados, ambos constituidos por seis miembros desig-
nados por la titular de la Consejería de Justicia y Administración
Pública, entre personas de reconocida experiencia en el ámbito
de la Administración Pública, la Calidad en la Gestión y la
Administración Electrónica. El primer Jurado valorará las can-
didaturas presentadas para las modalidades de Premio a la
Excelencia de los Servicios Públicos, Premios a las Mejores
Prácticas de Calidad y Premios a las Mejores Sugerencias de
los Empleados Públicos. El segundo Jurado valorará las can-
didaturas presentadas para la modalidad de Premios a las
Mejores Prácticas de Administración Electrónica. La Presiden-
cia de ambos Jurados recaerá en la titular de la Dirección
General de Administración Electrónica y Calidad de los Ser-
vicios, actuando como Secretario un funcionario designado
por la Presidencia, con voz pero sin voto.

En su virtud, de acuerdo con lo establecido en la men-
cionada Orden de 13 de octubre de 2004, el Decre-
to 200/2004, de 11 de mayo, por el que se establece la
estructura orgánica de la Consejería de Justicia y Adminis-
tración Pública, y el Decreto 11/2004, de 24 de abril, sobre
reestructuración de Consejerías,

D I S P O N G O

Primero. El Jurado encargado de valorar las candidaturas
presentadas para las modalidades de Premio a la Excelencia
de los Servicios Públicos, Premios a las Mejores Prácticas
de Calidad y Premios a las Mejores Sugerencias de los Emplea-
dos Públicos estará constituido por los siguientes miembros:

Presidenta: Doña Isabel Mateos Guilarte, Directora Gene-
ral de Administración Electrónica y Calidad de los Servicios.

Vocales:
Doña María Francisca Montiel Torres, Directora General

de Calidad, Innovación y Prospección Turística de la Consejería
de Turismo, Comercio y Deporte.

Don Casto Sánchez Mellado, Director General de Orde-
nación y Evaluación Educativa de la Consejería de Educación.

Don Antonio Ramírez de Arellano, Director de la Escuela
Universitaria de Arquitectura Técnica de Sevilla.

Don José Castro Guío, Jefe de Departamento de Man-
tenimiento, Inspección, Seguridad y Calidad de CEPSA.

Don Javier Iglesias Rodríguez, Director del Instituto Anda-
luz de Tecnología.

Secretario: Actuará como Secretario, con voz pero sin voto,
un funcionario designado por la Presidencia.

Segundo. El Jurado encargado de valorar las candidaturas
presentadas para la modalidad de Premios a las Mejores Prác-
ticas de Administración Electrónica estará constituido por los
siguientes miembros:

Presidenta: Doña Isabel Mateos Guilarte, Directora Gene-
ral de Administración Electrónica y Calidad de los Servicios.

Vocales:
Don Joaquín Castillo Sempere, Director General del Ins-

tituto Andaluz de Administración Pública.
Don José María Rodríguez Sánchez, Director General de

Innovación y Administraciones Públicas de la Consejería de
Innovación, Ciencia y Empresa.

Don Pablo Rivero Corte, Director General de Innovación
Sanitaria, Sistemas y Tecnología de la Consejería de Salud.

Don José García Méndez, Director de la revista Sociedad
e Información.

Don Felipe Amores Molero, Director de Sistemas de Infor-
mación de la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre.

Secretario: Actuará como Secretario, con voz pero sin voto,
un funcionario designado por la Presidencia.

Tercero. La presente Orden entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 4 de abril de 2005

MARIA JOSE LOPEZ GONZALEZ
Consejera de Justicia y Administración Pública

RESOLUCION de 31 de marzo de 2005, de la
Dirección General de la Función Pública, por la que
se acuerda la exención de la obligación de mantener
los puestos de trabajo de Secretaría General, Inter-
vención General y Tesorería del Consorcio de Bomberos
del Poniente Almeriense.

El Consorcio de Bomberos del Poniente Almeriense
mediante Acuerdo de la Junta General del Consorcio de fecha
2 de noviembre de 2004, ha solicitado de esta Dirección Gene-
ral de la Función Pública la exención de la obligación de man-
tener los puestos de trabajo de Secretaría General, Intervención
General y Tesorería, y la acumulación de sus funciones a fun-
cionarios con habilitación de carácter nacional que ostenten
dichos cargos en la Diputación Provincial de Almería.


